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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se  reforma el nombre de la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza por Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, además de  la adición de  la fracción IX del artículo 10 de la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza.
· En relación a la protección y garantía de los derechos de las personas adultas mayores.
Planteada por la Diputada Sonia Villarreal Pérez, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 28 de Abril de 2015.

Turnada a la Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos.

Fecha del Dictamen: 3 de Marzo de 2016.
Decreto No. 403

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 30 / 12 de Abril de 2016.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE  REFORMA EL NOMBRE DE LA LEY DE PERSONAS ADULTAS MAYORES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA POR LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ADEMÁS DE  LA ADICIÓN DE  LA FRACCIÓN IX DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES, QUE PRESENTA LA DIPUTADA SONIA VILLARREAL PÉREZ DEL GRUPO PARLAMENTARIO “EULALIO GUTIÉRREZ TREVIÑO” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.

La suscrita Diputada Sonia Villarreal Pérez, del Grupo Parlamentario “Eulalio Gutiérrez Treviño” del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 22 fracción V, 144 fracción I, 147, 153, 154, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar a esta soberanía la presente iniciativa por la cual se reforma el nombre de la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza por Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, además, de adicionar la fracción IX del artículo 10 de la citada ley conforme a lo siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Organización de las Naciones Unidas, estableció que a partir de los sesenta años toda persona es considerada adulto mayor y deben de gozar de derechos especiales reconocidos; tales como alimentación, acceso a la salud, asistencia social, denuncia; dando como resultado que los tema del envejecimiento de la población y la protección de las personas adultas mayores sean de vital importancia.

Según cifras del Consejo Nacional de Población, para el 2020 en México habrá 14 millones de personas adultas mayores, que representan el 12.1% del total de habitantes.

Las personas adultas mayores son consideradas como un grupo vulnerable y es por esta razón, por la cual tanto las legislaciones como los programas sociales deben buscar estar orientados en brindarles  la máxima protección y seguridad posible.
Es necesario atender las necesidades de las personas adultas mayores; que día con día se vuelven más adultas y cuya esperanza de vida ha ido en aumento convirtiéndose en un grupo creciente que está expuesto a distintos riesgos y limitaciones; expuestos a la soledad, el abandono, la falta de valoración y las pocas posibilidades de remuneración; razones por las cuales es necesario garantizarles una vejez digna.
A través de las diferentes leyes, tratados internacionales  y programas sociales se pretende mejorar su calidad de vida, priorizar sus necesidades y aumentar sus posibilidades. 

El estatus internacional de los derechos humanos de las personas adultas mayores, se encuentra establecidos en los diferentes organismos e instrumentos internacionales de derechos humanos.

Dicho esto y en base a las estadísticas es de vital importancia que se busque el apego de las legislaciones estatales al sistema internacional y nacional de derechos humanos, que tanto se ha estado buscado fortalecer.

Debe de estar plasmado que el objeto de la ley es la protección y garantía de los derechos de las personas adultas mayores; no debe quedar duda alguna de lo que se persigue con ella y es imperativo que exista de manifiesto  en el nombre de la misma; debido a la necesidad de seguir la pauta que establecen las instancias internacionales
En razón de lo anterior y por mantener una homologación de las leyes Estatales con las leyes Federales, es necesario dejar en claro el catálogo de derechos  establecidos a favor de las personas adultas mayores; y que se incluya entre el mismo, el derecho de acceso a los servicios, reconociendo una atención preferente por parte de establecimientos tanto públicos como privados hacia las personas adultas mayores.
Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 22 fracción V, 144 fracción I, 147, 153, 154, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO
PRIMERO.- Se reforma el nombre de la Ley de Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza por Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Se adiciona la fracción IX al Artículo 10 de la Ley de Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 10. De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley reconoce y garantiza a las personas adultas mayores, los siguientes derechos:

 I. A la integridad, dignidad y preferencia, por tanto, se reconoce que tienen derecho a: 

 1. Una vida con calidad. Es obligación de las dependencias y entidades estatales y municipales, de la comunidad, de la familia y de la sociedad en general, garantizar a las personas adultas mayores el acceso a los programas que tengan por objeto posibilitar el ejercicio de este derecho y a los mecanismos necesarios para ello. 

2. El disfrute pleno de sus derechos, con perspectiva de género y sin discriminación ni distinción alguna, sea cual fuere su condición personal.

 3. Una vida libre sin violencia.

 4. El respeto de su integridad física, sicoemocional y sexual. 

5. La protección contra toda forma de explotación. 

6. Recibir protección por parte de la comunidad, la familia y la sociedad, así como de las instituciones estatales y municipales. De igual forma, a participar activamente en la sociedad. 

7. Gozar, en igualdad de circunstancias, de oportunidades para mejorar sus capacidades con el propósito de que ello facilite el ejercicio de sus derechos, respetando su heterogeneidad. 

8. Vivir en entornos seguros, dignos y decorosos, que satisfagan sus necesidades y requerimientos y en donde ejerzan libremente su derecho de desplazarse libremente en entornos públicos seguros y equipados con infraestructura adecuada a sus condiciones y capacidades. Asimismo, a acceder a programas de viviendas y de transporte económicamente asequibles. 

9. Obtener información gerontológica disponible en los ámbitos médico, jurídico, social, cultural y económico y demás relativos, con el objeto de incrementar su cultura, analizar y accionar programas para contribuir a la prevención y autocuidado hacia la vejez. 

10. Ser respetados y reconocidos en su calidad de seres humanos, hombres y mujeres, como dignas personas adultas mayores, cualesquiera que sea su origen étnico o racial, impedimentos o situaciones de cualquier tipo. 

11. Participar, y en reciprocidad con el Estado y la sociedad en general, coparticipar en el aprovechamiento de sus habilidades que sean acordes a su Estado físico y mental. 

12. Recibir reconocimientos o distinciones por su labor, trayectoria o aportaciones al Estado. 

13. El respeto de sus Derechos Humanos estipulados por los organismos correspondientes nacionales e internacionales mediante los tratados y convenciones internacionales. 

14. Gozar de espacios de expresión y culturales, en los medios de comunicación y publicaciones del Gobierno del Estado.

 II. A la certeza jurídica, por tanto, se reconoce que tienen derecho a: 

1. Recibir un trato digno y apropiado en cualquier procedimiento judicial en que intervengan, ya sea en calidad de partes, agraviados, indiciados o sentenciados o víctimas del delito.

 2. Recibir el apoyo jurídico de las Instituciones del Estado y de los Municipios en el ejercicio y respeto de sus derechos. 

3. Recibir asesoría jurídica en forma gratuita en cualquier clase de procedimiento judicial o extrajudicial en que sea parte y contar con un representante legal cuando lo considere necesario.  En los procedimientos que señala el párrafo anterior, se deberá tener atención preferente en la protección del patrimonio personal y familiar de la persona adulta mayor y, cuando sea el caso, se le asesorará y orientará para que teste sin presiones ni violencia. 

III. A la salud, alimentación y a la familia, por tanto, se reconoce que tienen derecho a: 

1. Acceder a servicios médicos y a recibir un paquete preventivo integral de salud y una atención médica integral a través de acciones de prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación y recibir, en los términos que corresponda, medicamentos, prótesis y demás dispositivos necesarios para mantener su salud. 2. Vivir en el seno de una familia o mantener relaciones personales solidarias y contacto directo con ella aún en caso de estar separados, salvo si es contrario a sus intereses. Por tanto, no deberán ser abandonados ni podrá ejercerse sobre ellos ninguna clase de discriminación, abuso o violencia.

 3. Vivir con decoro, honor y dignidad, en un ambiente emocional afectivo en sus hogares con el respeto por parte de su familia, autoridades y de la sociedad en general.

 4. Acceder a alimentación adecuada a sus circunstancias y capacidades, así como a los satisfactores necesarios para ello, considerando una alimentación nutritiva, bienes, servicios y condiciones humanas o materiales para su atención integral en este rubro. 

5. Recibir apoyos institucionales en materia alimenticia, cuando carezca de medios propios para ello. 

6. Gozar de calidad, calidez, paciencia y tolerancia en la atención especializada en gerontología y geriatría en los diversos niveles del sector salud. 

7. Tener acceso preferente a los servicios de salud, de conformidad con el párrafo tercero del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el objeto de que gocen cabalmente de bienestar físico, mental, sexual y psicoemocional, a fin de obtener el mejoramiento en su calidad de vida y la prolongación de ésta. Los centros o servicios públicos de prevención y atención de la salud prestarán, en forma inmediata, el servicio que necesiten sin discriminación alguna, proporcionado las condiciones necesarias para la permanencia de las personas adultas mayores cuando sean internados. 
8. Recibir orientación y capacitación en materia de salud, nutrición e higiene, así como a toda aquella instrucción que favorezca su autocuidado o cuidado personal, también participar en las decisiones sobre tratamiento de sus enfermedades, excepto en casos en que, judicialmente, sea declarado incapaz. 
9. Contar con una cartilla médica y autocuidado para el control de su salud. Esta cartilla deberá ser entregada por las autoridades sanitarias competentes. Dichas autoridades promoverán y proporcionarán la atención cuando ésta sea requerida, fundamentalmente en beneficio de aquella población que no derechohabiente de ninguna institución de seguridad social y de quien se encuentre en extrema pobreza. 
10. Expresar su opinión libremente, conocer sus derechos y a participar en el ámbito familiar y comunitario, así como en todo procedimiento administrativo o judicial, que afecte sus esferas personal, familiar y social. 
11. Vivir con honorabilidad en sus hogares y cerca de sus familiares hasta el último momento de su existencia a menos que el adulto mayor no lo desee o que medie causa de enfermedad grave, contagiosa o mental que requiera de su internamiento en instituciones especializadas.  Las familias tendrán derecho a recibir el apoyo subsidiario de las instituciones públicas para el cuidado y atención de las personas adultas mayores. 
IV. A la educación, por tanto, se reconoce que tienen derecho a: 
1. Recibir la educación que señala el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables. 
 2. Que las instituciones educativas, públicas y privadas estatales propongan, por medio de la Secretaría de Educación y Cultura, que se incluyan en los planes y programas de estudios los conocimientos relacionados con las personas adultas mayores, así como que en los libros de texto gratuitos y en todo material educativo autorizado y supervisado por la Secretaría de Educación Pública del Gobierno federal, se incluya información actualizada sobre el tema del envejecimiento y las personas adultas mayores. En dichos programas de estudio se deberá dar una amplia difusión sobre la cultura a favor de las personas adultas mayores. Estas incorporaciones deberán ser, preferentemente, en los programas de estudio de las carreras profesionales relacionadas de alguna manera con las personas adultas mayores.
 V. Al trabajo, por tanto, se reconoce que tienen derecho a: 
1. Gozar de igualdad de oportunidades en el acceso al trabajo o de otras opciones que les permitan un ingreso propio en atención a sus circunstancias y desempeñarse en forma productiva tanto tiempo como lo deseen, así como a que se respeten en su favor las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo y otros ordenamientos de carácter laboral con el propósito de recibir una capacitación adecuada;
 2. Seguir siendo parte activa de la sociedad y en consecuencia recibir de ella la oportunidad de ser ocupado en un trabajo remunerado o en actividades no lucrativas voluntarias, conforme a su oficio, habilidad manual o profesión, sin más restricción que su limitación física, mental o social, declarada, en su caso, por autoridad médica o legal competente. 
3. Participar en las bolsas de trabajo de las instituciones oficiales y particulares.
 4. Decidir libremente sobre su actividad laboral, salvo que medie incapacidad física o mental declarada por autoridad competente.
 5. En materia de contratación laboral, a no ser discriminado por razones de edad. En cualquier caso, tomando en cuenta su adultez, se valorará la posibilidad de reducir su jornada laboral.
 VI. A la asistencia social, por tanto, se reconoce que tienen derecho a: 
1. Ser beneficiarios de asistencia social, en los términos previstos por la Ley de Asistencia Social del Estado y demás disposiciones aplicables.
 2. Ser sujetos de programas de asistencia social que garanticen su atención integral en caso de desempleo, discapacidad o pérdida de sus medios de subsistencia o cuando se encuentren en situación de riesgo o desamparo.
 3. Ser sujetos de programas asistenciales para contar con una vivienda digna y adaptada a sus necesidades, así como de aquellos otros que les permita el libre desplazamiento en espacios laborales, comerciales, oficiales, recreativos y de transporte.
 4. Ser sujetos de programas para tener acceso a una casa hogar o albergue, u otras alternativas de atención integral, si están en situación de riesgo o desamparo, así mismo dar continuidad a su atención,  en coordinación y apoyo de diversas dependencias, hasta procurar una atención integral que modifique sus circunstancias adversas. 
5. Disfrutar de los servicios públicos con perspectiva de género y con calidad y calidez en igualdad de circunstancias que cualquier otro ciudadano. 
6. Ser beneficiarios, en los términos de la legislación aplicable, de créditos a bajas tasas de interés o ser beneficiarios de subsidios o estímulos fiscales para el mejoramiento físico de sus viviendas cuando éstas no cumplan con los requisitos mínimos de seguridad, higiene y comodidad para sus habitantes. 
7. Ocupar su tiempo libre en actividades productivas, recreativas, culturales, deportivas y de esparcimiento y realizar giras de turismo social dentro y fuera del Estado. 
8. Ser beneficiario de subsidios y estímulos fiscales en las contribuciones estatales y municipales que apruebe el Congreso del Estado en las Leyes de Ingresos correspondientes y demás ordenamientos legales aplicables.
 9. Ser beneficiario de los porcentajes de descuentos concertados y difundidos por el Instituto, en determinados bienes y servicios públicos, establecimientos comerciales, centros hospitalarios y otros prestadores de servicios técnicos y profesionales, así como de los descuentos en transporte público para su cómodo traslado, tarifas en el suministro de agua potable y alcantarillado, así como su afiliación a programas de apoyo a las personas adultas mayores. 
VII. A la participación, por tanto, se reconoce que tienen derecho a: 
1. Participar en la planeación integral del desarrollo social, a través de la formulación y aplicación de las decisiones que afecten directamente a su bienestar.
 2. Asociarse y reunirse a través de organizaciones de personas adultas mayores para promover su desarrollo e incidir en las acciones dirigidas a este sector. 
3. Formar grupos y asociaciones de apoyo mutuo y de participación en la vida social y comunitaria, que permitan a la sociedad en su conjunto aprovechar su capacidad, experiencia y conocimiento. 
4. Participar en los procesos productivos, de educación y capacitación de su comunidad. 
5. Participar en la vida cívica, cultural, deportiva y recreativa de su comunidad. En tal sentido, corresponde en forma prioritaria a sus descendientes o representantes, ofrecerles las oportunidades para ejercer estos derechos.
 6. Que las autoridades deportivas y culturales del Estado y de los Municipios, velen por la implementación de actividades de participación acordes a sus condiciones para su pleno desarrollo, en igualdad de condiciones al resto de la población.
 7. Que los sectores público, social y privado faciliten sus instalaciones para el sano esparcimiento de las personas adultas mayores de su comunidad. 
8. Formar parte, en los términos de las disposiciones aplicables, de los diversos órganos de representación y consulta ciudadana.
 9. Participar activamente en el diseño de políticas públicas que los afecten directamente. 
10. Recibir información sobre las instituciones que prestan servicios para su atención integral. 

 11. A contar con instalaciones e infraestructura inmobiliaria para su uso exclusivo; así como con establecimientos destinados al cuidado, atención, enseñanza y entretenimiento de las personas adultas mayores. 
VIII. A la denuncia popular, por lo que toda persona, grupo social, organizaciones no gubernamentales, asociaciones o sociedades, podrán denunciar ante los órganos competentes estatales o municipales, todo hecho, acto u omisión que produzca o pueda producir daño o afectación a los derechos y garantías que establece la presente Ley, o que contravenga cualquier otra de sus disposiciones o de los demás ordenamientos que regulen materias relacionadas con las personas adultas mayores.
IX. Del Acceso a los Servicios:

 a. A tener una atención preferente en los establecimientos públicos y privados que prestan servicios al público. 

b. Los servicios y establecimientos de uso público deberán implementar medidas para facilitar el uso y/o acceso adecuado. 

c. A contar con asientos preferentes en los establecimientos que prestan servicios al público y en los servicios de autotransporte de pasajeros.

d. Contar con un lugar preferente en las filas de bancos, tiendas de autoservicio y tiendas de conveniencia. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS.
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

SALON DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 27 de abril de 2015
DIPUTADA SONIA VILLARREAL PÉREZ
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
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